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        SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, noviembre veinticuatro de dos mil nueve
Expediente: 66088-31-89-001-2009-00187-02
Acta N° 616 de noviembre 24 de 2009
Procede la Sala a decidir la impugnación de la sentencia dictada el 7 de octubre del presente año por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, interpuesta por los accionantes Luz Fanny, María Cenelia y Arlex de Jesús Rodríguez Restrepo frente al Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de aquella localidad, a la que fueron vinculadas María Ludivia Rodríguez Restrepo y Luz Amparo Cano Correa.
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental al debido proceso por la incursión en una vía de hecho por parte del Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría que negó los incidentes de levantamientos de medidas de secuestro practicados en un ejecutivo que allí se tramita y para que se dejen “sin efectos la sentencia y las actuaciones” de ese despacho judicial, Luz Fanny, María Cenelia y Arlex de Jesús Rodríguez Restrepo, acudieron a esta acción de tutela.
Narraron en su escrito que ante el mencionado juzgado se inició un proceso ejecutivo singular de mínima cuantía, por parte de Luz Amparo Cano Correa contra María Ludivia Rodríguez Restrepo, dentro del cual se decretó el embargo y secuestro de la cuota parte que a ésta le pertenece sobre el inmueble matriculado bajo el número 293-0000309; la diligencia de secuestro se realizó el 17 de septiembre de 2008 y allí se identificó la totalidad del inmueble y también las construcciones existentes, a la vez que se le advirtió a quienes lo ocupaban, en ese momento, que debían seguirse entendiendo con el secuestre en su totalidad, no obstante que se trataba de una cuota.
Agregaron que la casa de habitación ha sido mejorada y reparada con dineros propios de ellos y han ostentando su posesión en forma total; levantaron construcciones tal como fue informado al juzgado en los incidentes de levantamiento de medidas que propusieron, situaciones que les han sido siempre reconocidas por todo el mundo, incluyendo a sus hermanos, entre ellos María Ludivia Rodríguez Restrepo. Continuaron señalando lo que cada uno de ellos construyó con sus propios recursos, y que le solicitaron al juzgado accionado que mediante trámite incidental levantara el secuestro, además de que les concediera amparo de pobreza, pero esto último fue atendido sólo en lo que a la caución se refería, mas no se les designó abogado que asumiera su defensa técnica, sin importar que se tratara de un asunto de mínima cuantía.
Afirmaron que la posesión que detentan sobre el lote de terreno y las mejoras, ha sido con ánimo de señores y dueños, y así se le demostró al juzgado que, sin embargo, dictó “sentencia” mediante auto del 10 de marzo de 2009, providencia en la que reconoce su condición de poseedores y mejoristas, pero niega el levantamiento de la medida, lo que no compartieron y por ello recurrieron en apelación, pero ésta fue negada; acudieron a la queja, pero el superior funcional estimó bien denegado el recurso, así que su única alternativa para lograr la protección de sus derechos es la acción de tutela.
Terminaron diciendo que la violación de sus derechos consistió en que la decisión del Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría no tiene asidero legal, ni probatorio, y se apartó de las disposiciones que regulan el incidente de levantamiento de secuestro, máxime cuando se trata del embargo y secuestro de una cuota parte de un bien que está en común y proindiviso y no se sabe “donde radica el derecho de la demandada, pero sí se sabe como se probó donde radican nuestros derechos como poseedores, los cuales además tienen edificaciones que no deben verse afectadas ante el hecho del secuestro y del futuro remate de derecho, …”.
Inicialmente la acción fue admitida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira que la tramitó hasta el final, pero ante la impugnación de los accionantes y del titular del juzgado demandado esta Sala declaró la nulidad de lo actuado porque la competencia por los factores territorial y funcional radicaba, en este caso, en el Juez Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría. Este despacho, acogiendo aquella decisión admitió la solicitud de amparo y dispuso vincular a Luz Amparo Cano Correa y María Ludivia Rodríguez Restrepo, partes en el proceso ejecutivo que dio lugar al embargo y secuestro del inmueble arriba mencionado. 
De ellos, se pronunció el entonces titular del Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, quien pidió que se tuvieran en cuenta los argumentos que esgrimió en su intervención inicial ante el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en la que, en síntesis, se opuso a la prosperidad del amparo porque no se dan aquí los presupuestos que la jurisprudencia nacional tiene señalados como causales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales.
El juez de primera instancia resolvió negar el amparo y empezó para ello por mencionar en qué casos puede calificarse que en una providencia se incurrió en una vía de hecho o en una de aquellas causales genéricas de procedibilidad, ninguna de las cuales halló configurada, porque en el trámite del proceso ejecutivo y de los incidentes de levantamiento de medidas se respetó el debido proceso y el derecho de defensa de los intervinientes, particularmente de los incidentistas, a quienes se permitió iniciar personalmente dichas situaciones, solicitar amparos de pobreza para que se les exonerara de prestar caución, interponer recursos de reposición y apelación contra los autos que resolvieron los incidentes y el de queja contra la providencia que les negó la apelación.
Luego, les puso de presente a los accionantes que como ellos pidieron que se dejara sin efectos una “sentencia”, bien hubieran podido acudir al proceso de revisión, lo que pone en evidencia que no agotaron todos los recursos de ley puestos a su alcance. De una y otra conclusiones derivó para el juzgado que no hubo violación alguna de derechos fundamentales, aunque después agregó que de los hechos expuestos por los accionantes se desprende que su preocupación radica en que en caso de rematarse la cuota parte embargada y secuestrada, se afectarían sus derechos como poseedores que han sido del inmueble, porque ya no tendrían ninguna oportunidad de oponerse, a lo que respondió que ellos cuentan con otros mecanismos eficaces de defensa judicial, como el proceso divisorio, dentro del cual pueden reclamar las mejoras que dicen haber plantado, el proceso de pertenencia, para probar su posesión con ánimo de señores y dueños; y en el proceso ejecutivo, en el que es demandada María Ludivia Rodríguez Restrepo “en el avalúo que se llevara a cabo, separadamente se apreciarían los valores del terreno y de las mejoras, incluso, podrían alegar un derecho de retención”.
Terminó diciendo que dentro del proceso ejecutivo no hay evidencia de que se les haya causado un perjuicio irremediable que afecte sus derechos fundamentales, de tal gravedad que haga impostergable la tutela como mecanismo de protección inmediata, porque ellos siguen habitando las viviendas que sobre el inmueble construyeron y, además, con las medidas sólo se afectó la cuota parte de María Ludivia Rodríguez Restrepo, no la de los restantes comuneros. 

Recurrieron los accionantes, quienes insisten en que ni el juez civil ni el constitucional han entendido que los incidentes de levantamiento de medidas recaían sobre cuotas partes determinadas, identificadas y cuantificadas de un bien inmueble que está en común y proindiviso, y que no se sabe en qué sitio específico del bien está la cuota parte que se secuestra, por lo que ante esa indefinición se debe proteger la posesión que vienen ejerciendo con ánimos de señores y dueños, incluso, contra los mismos comuneros; que no se trata de reclamar unas mejoras sino de la posesión misma del terreno sobre el que las levantaron; que sus derechos pueden verse afectados con la venta en pública subasta frente a las construcciones realizadas por el mayor valor que se le da al inmueble, y no se le podrá prevenir al rematante que el mismo tiene poseedores que alegan mejores derechos; que si se corrige esa errónea interpretación, se evitarán perjuicios al posible rematante y engorrosos y desgastantes trámites judiciales. Por último, consideran como un desacierto del Tribunal que hubiera enviado la acción de tutela al Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, que con ello sigue cometiendo los mismos desaciertos de los jueces, entre otras cosas, porque el secretario de este último despacho estuvo al frente del juzgado accionado como juez, y fue quien decidió los incidentes.
CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

  



Se pretende con esta acción que se “deje sin efecto la sentencia y las actuaciones” del Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría que negaron el levantamiento del secuestro que se practicó sobre el inmueble en el que ejercen ellos posesión con ánimo de señores y dueños y han levantado mejoras con su propio peculio.  

Sea lo primero recordar que la acción de tutela no fue erigida como una instancia adicional. La tesis imperante desde 1992 es la de que a pesar de la inexequibilidad de las normas que preveían este mecanismo contra providencias judiciales 
 el mismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, causales de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces. Ha dicho sobre el particular la Corte Constitucional 
 que:
“…todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución”.

Eventos que ha definido así 
:

“i) Defecto sustantivo, orgánico o procedimental: La acción de tutela procede, cuando puede probarse que una decisión judicial desconoce normas de rango legal, ya sea por aplicación indebida, error grave en su interpretación, desconocimiento de sentencias con efectos erga omnes, o cuando se actúa por fuera del procedimiento establecido
. 

ii) Defecto fáctico: Cuando en el curso de un proceso se omite la práctica o decreto de pruebas o estas no son valoradas debidamente, con lo cual variaría drásticamente el sentido del fallo proferido
.

iii) Error inducido o por consecuencia: En la cual, si bien el defecto no es atribuible al funcionario judicial, este actuó equivocadamente como consecuencia de la actividad inconstitucional de un órgano estatal generalmente vinculado a la estructura de la administración de justicia
. 

iv) Decisión sin motivación:   Cuando la autoridad judicial profiere su decisión sin sustento argumentativo o los motivos para dictar la sentencia no son relevantes en el caso concreto, de suerte que puede predicarse que la decisión no tiene fundamentos jurídicos o fácticos
.

(v) Desconocimiento del precedente:  En aquellos casos en los cuales la autoridad judicial se aparta de los precedentes jurisprudenciales, sin ofrecer un mínimo razonable de argumentación, de forma tal que la decisión tomada variaría, si hubiera atendido a la jurisprudencia
. 

(vi) Vulneración directa de la Constitución: Cuando una decisión judicial desconoce el contenido de los derechos fundamentales de alguna de las partes, realiza interpretaciones inconstitucionales o no utiliza la excepción de inconstitucionalidad ante vulneraciones protuberantes de la Carta, siempre y cuando haya sido presentada solicitud expresa al respecto
”.

En el presente caso, con vista en los argumentos de los  demandantes, se acusa al juez de incurrir en una vía de hecho por defecto fáctico, porque alegan que la prueba aportada en los incidentes fue valorada sin apego a la sana crítica, particularmente en lo que respecta a los testimonios con los que se demostró suficientemente su posesión. 
Mas, para llegar a ese punto es menester definir si la anormalidad procesal, por grave que fuera, pone en entredicho algún derecho fundamental, y para el caso que nos atañe, si se vulneró el derecho de defensa como parte intrínseca del que corresponde al debido proceso. Así lo ha dicho la alta Corporación que ha insistido en que: 

“…el presupuesto básico para la procedencia del amparo es la vulneración o la amenaza de vulneración a un derecho fundamental y en ese sentido puede anotarse que las causales genéricas de procedibilidad de la tutela contra decisiones judiciales deben estar inescindiblemente relacionadas con la vulneración de derechos fundamentales, lo que implica que para lograr el amparo constitucional, no basta acreditar la concurrencia de una de las vulneraciones genéricas arriba señaladas -que bien podrían ser subsanadas a través de los mecanismos y recursos ordinarios- es necesario también, que tal defecto en la providencia vulnere derechos fundamentales (Art. 86 C.P.)
Para responder este cuestionamiento basta ver, de sus propios dichos y de la documentación allegada, que dentro del proceso y, concretamente, de los incidentes propuestos, se les han brindado todas las garantías para salvaguardar sus intereses, tanto así que se les exoneró de prestar caución (aunque no se les designara apoderado en amparo de pobreza), se les permitió intervenir en cada fase de la actuación, recurrieron la providencia que resolvió dichos incidentes, luego la que negó los recursos de apelación y acudieron por último a la queja. 
Y la decisión final de los incidentes, por discutible que les parezca, no obedece al mero capricho del funcionario, sino que desciende de unas consideraciones sobre el caso planteado que, por más que no colmen las expectativas de los intervinientes en el litigio, no se muestran antojadizas, arbitrarias o ajenas a la discusión planteada en ellos, si bien se consideró que el embargo y secuestro de una cuota parte sobre un inmueble, que se practican de manera simbólica, no implican el desapoderamiento de quien detenta la cosa para el momento de la diligencia respectiva; tan no es así, que ellos siguen teniendo materialmente el inmueble, por lo menos en las porciones que dicen poseer. 
Por cierto que en los incidentes propuestos bien hubiera podido sacarse a relucir que la posesión que se alega sobre una cuota parte de un inmueble de mayor extensión, exige más que la sola enunciación por sus linderos de este último, o de su nomenclatura; se requiere para ello probar con suficiencia cuál es la parte que en realidad se posee, identificándola también por sus linderos y ubicación propia. Y también se hubiera podido analizar allí si verdaderamente los incidentistas son poseedores del inmueble en las condiciones que señala el artículo 762 del C. Civil, ya que afirmaron que han detentado las fracciones del inmueble como poseedores incluso con la complacencia de sus hermanos, pero la prueba testimonial da a entender que sus colaterales son conscientes de haber consentido en que ellos levantaran unas mejoras y que por tanto las pueden reclamar en cualquier momento, no de que ellos hubiesen cedido por ello su derecho de dominio.  Además, que el sólo hecho de que se diga que los hermanos son copropietarios y que en esa condición les permitieron mejorar el bien, cada uno con su respectiva construcción, ya da a entender que reconocen el dominio común sobre la generalidad del inmueble.  Es más, comparando la diligencia de secuestro, en la que se advierte que sobre el lote de terreno hay levantadas cinco casas de habitación, con los hechos narrados en los incidentes que sólo involucran tres, bien se ve que hay otros hermanos o personas allí ejerciendo iguales derechos que ellos y esa es otra circunstancia que, necesariamente, tendría que dilucidarse antes de reconocer su condición de poseedores. 

Con todo, el juzgado las omitió y sin más concluyó que lo eran, como también que eran mejoristas, pero que como no han sido despojados del bien, ni de su administración, sólo que deben entenderse como comuneros que son con el secuestre para lo que tenga que ver con la cuota parte de Luz Fanny Rodríguez, no se advierte allí la trasgresión que de manera evidente plantean ellos de su derecho fundamental al debido proceso, mucho menos si, como lo advirtió el juez de primera instancia, quedan a su alcance otras alternativas, entre ellas, la de propiciar la división del bien y lograr el reconocimiento de las mejoras plantadas, que no por ello se puede decir que se tergiversó el sentido de su intervención constitucional. Al contrario, es una manera válida de apreciar las  cosas que, por serlo, aunque no satisfaga las pretensiones de los accionantes, no abre margen a la protección que ahora se implora si, se insiste, el debido proceso se ha respetado en su integridad. 
Dos cosas hay que adicionar; la primera que no está bien  que se diga que los accionantes cuentan con el recurso de revisión como mecanismo de defensa judicial, porque no porque ellos se hayan equivocado en la denominación de una providencia, se puede llegar a semejante conclusión.  Es claro que la que resuelve un incidente es un auto, no una sentencia, y por tanto, no es susceptible de ese recurso que está previsto sólo para estas últimas. Esto, por supuesto, como fue sólo uno de los argumentos esgrimidos en primera sede, no cambia la decisión por adoptar. 
Y la segunda, que aunque los impugnantes reprochen la decisión de esta Corporación de remitir la actuación al Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, no era otra la forma de proceder ante la evidente falta de competencia territorial para decidir el asunto, a la que se suma también la funcional, lo que se traducía en lo que allí se denominó como un reparto grosero de la acción, que no puede permitir el juez constitucional.  Ahora que, si se considera que la actuación del secretario del despacho fue irregular, esa sola circunstancia no es motivo suficiente para variar la competencia de los jueces de tutela. 

Dicho lo anterior, coincide la Sala con el Juez de primer grado en cuanto estimó que no se advierte en la actuación del Juez Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría trasgresión del derecho fundamental al debido proceso de que son titulares los demandantes y, por consiguiente, el fallo será confirmado. 

DECISIÓN

  Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia dictada el 7 de octubre del presente año por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, interpuesta por los accionantes Luz Fanny, María Cenelia y Arlex de Jesús Rodríguez Restrepo frente al Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de aquella localidad, a la que fueron vinculadas María Ludivia Rodríguez Restrepo y Luz Amparo Cano Correa.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y  remítase a la  Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                                CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS







� Sentencia C-543-92


� Sentencia T-387/07


� Sentencia T-052/07


� Sobre defecto sustantivo pueden consultarse las sentencias T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02, entre otras.


�  Sobre defecto fáctico, pueden consultarse las siguientes sentencias: T-260/99, T-488/99, T-814/99, T-408/02, T-550/02, T-054/03


�  Al respecto, las sentencias SU-014/01, T-407/01, T-759/01, T-1180/01, T-349/02, T-852/02,  T-705/02


�  Sobre el particular, pueden consultarse las sentencias: T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02


�  En la sentencia T – 123 de 1995, esta Corporación señaló:  "Es razonable exigir, en aras del principio de igualdad en la aplicación de la ley, que los jueces y funcionarios que consideren autónomamente que deben apartarse de la línea jurisprudencial trazada por las altas cortes, que lo hagan, pero siempre que justifiquen de manera suficiente y adecuada su decisión, pues, de lo contrario, estarían infringiendo el principio de igualdad (CP art.13). A través de los recursos que se contemplan en cada jurisdicción, normalmente puede ventilarse este evento de infracción a la Constitución”. Sobre este tema, también la sentencia T – 949 de 2003.


�  Sentencias T – 522 de 2001 y T – 462 de 2003. 
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